Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 8 minutos) 


-La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial tiene el gusto de recibir al señor Subsecretario de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, doctor Ricardo Gorosito, a efectos de considerar el proyecto relativo a "Ordenamiento y Desarrollo 
Territorial". Sabemos que el camino al infierno está lleno de buenas intenciones, y nosotros tenemos la intención de abordar este 
tema desde hace muchos años. 


Hemos estado conversando en el sentido de formar un equipo de asesores que se dedique a analizar este tema, pero por razones 
de tiempo -cada uno de nosotros integra alrededor de tres Comisiones- no lo hemos podido concretar. No obstante, como el tiempo 
pasa, hemos llegado a la conclusión de que mejor es tener algo a seguir sin tener nada. 


Cedemos, pues, la palabra al señor Subsecretario. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Voy a empezar por la última idea que adelantó el señor Presidente y que me había dicho en una 
conversación que tuvimos con anterioridad, en el sentido de que aunque hagamos una presentación de los análisis que hemos 
hecho del texto y de algunas ideas nuevas que tenemos, que seguramente van a facilitar su aprobación, tal vez ese trabajo en 
algún grupo informal de gente más experta pueda ayudarnos a todos. En ese sentido ofrecemos la colaboración que se nos 
requiera y estamos a las órdenes para trabajar en apoyo del grupo de asesores de la Comisión. 


Con el respaldo del doctor Souto, que se ha incorporado hace unos meses a la Dirección de Ordenamiento Territorial, se ha 
trabajado con la siguiente metodología. Tomamos el texto originario que había enviado el Poder Ejecutivo, leímos las versiones 
taquigráficas de la Comisión, estudiamos las objeciones, las observaciones y los aportes que se realizaron, y tratamos de hacer 
alguna incorporación que fuera facilitando la adhesión de todos los interesados al texto propuesto. Sin embargo, es preciso 
establecer algunas cuestiones políticas porque me parece que conviene al correcto entendimiento del sentido que tiene este 
proyecto de ley. 


En primer lugar, es evidente que el proyecto de ley contiene algunas afirmaciones que desde una perspectiva muy técnica podrían 
no incluirse, y hay quienes dicen que pueden ser innecesarias. Sin embargo, este es un texto que toca un tema para nosotros 
estratégico de la política de Estado y nacional y, por lo tanto, parece bueno que contenga algunas afirmaciones que iluminen el 
sentido político de consenso con el cual el país se va a dar una ley de ordenamiento territorial, que tiene que ser un instrumento 
para mejorar la acción pública, pero con un sentido claramente dirigido a generar una ocupación del territorio más equilibrada y que 
dé las bases para alcanzar un nivel superior de desarrollo y de justicia. Por ello, siendo un proyecto de ley que se dirige, nada más 
ni nada menos, que a la efectiva posesión, por parte de la Nación, del territorio como uno de sus elementos esenciales y a hacer de 
él un instrumento de valorización, es que algunas cuestiones valorativas deben estar incorporadas en el texto para que cada una 
de las autoridades, de las comunidades y de los sectores privados que utilicen el marco de esta ley, lo hagan en una acción 
unitaria. Esta es una de las cosas que la ley tiene que buscar. Es posible conseguir el más amplio de los consensos y, por lo tanto, 
alcanzar una acción unitaria y homogénea de los gobiernos departamentales y del Gobierno nacional. 


Cuando analizamos el texto, quisimos que quedaran plasmados algunos elementos de política. Desde algunos niveles técnicos se 
ha dicho que una ley no tiene por qué hacer afirmaciones políticas, sino que solamente tiene que disponer o mandar, pero el 
espíritu con que se manda y se ordena en este caso nos parece de fundamental importancia. Observo que una ley de importancia 
similar a este proyecto, como fue la Ley General de Protección de Medio Ambiente, también incluye en su texto la política nacional 
y fue aprobada por unanimidad en el Poder Legislativo. Quiere decir que aquí hay un conjunto de valores que representa a todas 
las fuerzas políticas. Creo que está bien que esos valores estén presentes en este texto. 


Luego de referirme a estas cuestiones generales, voy a pasar a explicar un poco más en detalle algunas ideas. 


El Capítulo | se llama "Reglas Generales de Ordenamiento Territorial". El artículo 1%, que trata sobre naturaleza y alcances, es de 
aquellos que contienen valoraciones. Allí se afirma que "el ordenamiento territorial es un cometido esencial del Estado", cuestión 
que, como Ministerio, reafirmamos y deseamos mantener, fundamentalmente, porque de esta manera estamos ampliando el 
sentido que el Estado asume en el Uruguay del siglo XXI. En el siglo XIX tuvimos un Estado liberal basado, sobre todo, en la 
propiedad privada, excluyente de una enorme masa de ciudadanos pero afirmativo de la libertad política. En el siglo XX el Estado 
rápidamente se hizo social y seguramente el siglo XXI traerá cometidos nuevos para el Estado, entre los cuales se encuentra la 
conducción y el gobierno de los impactos de la globalización sobre el territorio. Este es un elemento indeclinable perteneciente a la 
esfera pública, por lo que nos parece conveniente dejarlo dicho en el texto. 


El inciso segundo dice: "Declárase de Interés Nacional el ordenamiento territorial", pero nosotros seríamos partidarios que se dijera 
"Declárase de Interés Nacional y general el ordenamiento territorial". De esta forma se guardaría correspondencia con la Ley 
General de Protección de Medio Ambiente, N* 17.283, que declaró de interés general la protección ambiental. A su vez, si en el 
texto que tiene a consideración el Parlamento la expresión "Interés Nacional" está con mayúscula, propondría que se pusiera con 
minúscula, porque no tiene sentido que figure así. 


El resto del artículo 1% nos parece correcto y que cumple una función claramente mandataria de la ley. 


El artículo 2* establece el concepto de ordenamiento territorial y creemos que es clave. A los efectos de tender un puente con los 
críticos de este texto, no tendríamos inconveniente de que se borrara del texto la expresión "desarrollo" que está en el último 
renglón y que se dijera "que orienten y regulen las actuaciones y procesos de ocupación y transformación del territorio y el uso del 
espacio", porque podemos aceptar que, en definitiva, el desarrollo es el efecto que la aplicación del ordenamiento territorial 
consigue junto con otras acciones públicas. De todas maneras, no es una cuestión que consideremos de fundamental importancia. 


Recuerdo que la ley de creación del Ministerio, N* 16.112 establece, precisamente, que al Ministerio le competen los planes de 
ordenamiento y desarrollo territorial, por lo que esa expresión viene de antes. Algunos invitados de la Comisión, como el arquitecto 
Sienra, hicieron una crítica dura con referencia a que el desarrollo es un efecto y no es esencial al ordenamiento territorial. Me 
parece que esta es una discusión totalmente semántica, pero si permite llegar a acuerdos, no tendríamos inconveniente en quitar la 
referencia al desarrollo, tanto en el nombre de la ley como en el artículo 2”. 


El Capítulo II se llama "Finalidad del Ejercicio de los Poderes Públicos" y el arquitecto Sienra criticó su presencia en la ley. Este es 
uno de los artículos a que yo hacía referencia respecto a que entendemos que es fundamental hacer la afirmación valorativa de un 
consenso importante del Cuerpo político representativo en un momento determinado del país. Por lo tanto, nos inclinamos a 
mantener este artículo. 


Alos efectos de contribuir a aceptar algunas de las críticas, propondríamos una nueva redacción para el literal c. de este artículo 32, 
el cual diría: "Servir de instrumento para el desarrollo sostenible, la equilibrada distribución espacial de recursos y las políticas de 
compensación de los desequilibrios que afecten a las comunidades humanas en el territorio". 


SEÑORA XAVIER.- ¿Podría repetir la lectura del artículo? 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Tal como lo solicita la señora Senadora, voy a reiterar el texto: "Servir de instrumento para el 
desarrollo sostenible, la equilibrada distribución espacial de recursos y las políticas de compensación de los desequilibrios que 
afecten a las comunidades humanas en el territorio". 


Con respecto al Capítulo 111, "Distribución de Competencia", debo decir que no tenemos ningún reparo, pues nos parece que ordena 
y distribuye claramente, tal como corresponde, dentro del marco de la Constitución. Esto nos ha llevado a mantener el texto tal 
como fue propuesto en su versión original. 


Quiero ser claro en lo que voy a decir: de nuevo aquí aparece una orientación, tal vez excesivamente ideológica, que ha ocupado 
los espacios más importantes del pensamiento económico, desde mediados de los ochenta en adelante, lo que ha llevado a ciertos 
sectores a considerar a la planificación como un pecado. Es obvio que no puede haber política de ordenamiento territorial sin algún 
tipo de planificación. Desde luego, no me refiero a la planificación central o a la burocrática, pero es evidente que tiene que existir 
una planificación y no hay manera de evitarlo. De modo que, a quien no le gusten los planes, va a tener un problema de 
convivencia con el ordenamiento territorial. Reitero que no me refiero a los planes de tipo burocrático ni autoritario, sino a una ley 
de este tipo que habilita a los gobiernos, a lo largo y ancho del país, a comprometerse para planificar, prever y anunciar a la 
ciudadanía y a los órganos respectivos, los programas de acción y que éstos sean exigibles. Entonces, en este aspecto, no 
podemos sino incorporar a las competencias legales del Ministerio, del Poder Ejecutivo y de los gobiernos departamentales, 
aquellas cuestiones que surgen de asumir el tema del ordenamiento territorial. Cabe aclarar que en otros lugares la expresión 
ordenamiento territorial se cambia por planificación territorial que significa exactamente lo mismo. 


Respecto al artículo 5%, debemos decir que ha recibido algunas críticas de parte de nuestros técnicos en el sentido de que, estando 
creada por el decreto N* 310, no sería necesario reiterar acá la creación de la Comisión Técnica Asesora de Ordenamiento 
Territorial en razón de que la Comisión Técnica Asesora de Medio Ambiente tiene una base legal. En mi opinión, esta presencia en 
el proyecto de ley vuelve mucho más responsable al Ministerio y al Poder Ejecutivo en el sentido de que efectivamente esta 
Comisión sea convocada porque, en los hechos, desde los años noventa, cuando fue creada, solamente se ha reunido dos veces. 
Por lo tanto, sería bueno tener la posibilidad de que esta Comisión funcionara mejor. Entonces, aun contra la opinión técnica de que 
podría establecerse en la reglamentación, hemos entendido, y así lo hemos hablado con el señor Ministro, que sería conveniente 
que se mantuvieran estos órganos a través de la ley. 


Con relación al Capítulo IV, "Límites del Poder Discrecional", debo señalar que hemos debatido con nuestros técnicos en el sentido 
de si había necesidad de afirmar la obligatoriedad de los planes, de la legislación, etcétera. En mi opinión, no hay nada más 
peligroso que otorgar o regular competencias nuevas a las burocracias públicas sin instrumentar un andarivel por el que transitar. 
Hace mucho tiempo que se sabe -y la propia ley de Centros Poblados de alguna manera lo exigía- que en el manejo del territorio 
debe actuarse planificadamente; sin embargo, cotidianamente vemos una realidad que rompe los ojos, por la cual administraciones 
de todos los colores y sucesivas en el tiempo han sido renuentes a la aplicación ordenada de la planificación. 


En este sentido, entendemos que estos artículos del Capítulo IV deben mantenerse, aun teniendo claras las objeciones que se han 
presentado, por ejemplo, con referencia al artículo 7, relacionado al cumplimiento de los planes y demás reglas de Derecho. Este 
artículo dice lo siguiente: "El uso del suelo, fraccionamientos, obras, edificaciones, construcciones, refacciones y demoliciones, y en 
general, toda modificación física que se pretenda efectuar en un inmueble, en el subsuelo, o en un curso o espejo de agua, o en el 
lecho fluvial, lacustre o marítimo dentro del territorio nacional, deberá ajustarse a lo que preceptivamente dispongan los Planes de 
Ordenamiento y Desarrollo Territorial aprobados conforme a las disposiciones de esta ley, su reglamentación y a las normas 
departamentales respectivas, recabándose para ello, con carácter previo, la autorización administrativa que correspondiere por 
parte del Gobierno Departamental". 


Nos parece adecuado hacer esta afirmación, pues los planes están para ser cumplidos y son obligatorios. Quisiera agregar que no 
hay ningún peligro en que se vea en esto, diría, una ampliación desmesurada de los poderes de los gobiernos departamentales 
porque, en definitiva, la expresión "que correspondiere" está haciendo referencia a las normas que en cada caso fijan la necesidad 
de la autorización administrativa, sin que ello signifique que tendremos que pedir permiso hasta para respirar; simplemente quiere 
decir que hay que atenerse a la norma que en cada caso le da autorización o facultades al gobierno departamental. Desde luego, 
se afirma enfáticamente que los planes de ordenamiento y desarrollo territorial deben ser tomados en cuenta en el momento de 
establecer las modificaciones físicas del espacio y del suelo. 


En lo que tiene que ver con el artículo 9%, sobre el derecho de propiedad, creo que se afirma un elemento de una enorme 
importancia; me refiero, al enmarcamiento del derecho de propiedad dentro de los Planes de Ordenamiento. Allí se adopta una 
disposición que, reitero, me parece de enorme importancia, más allá de que se haya dicho que se considera que este artículo es 
innecesario. En el inciso cuarto se dice que "la determinación de los usos del suelo y las zonificaciones previstas en los Planes de 
Ordenamiento y Desarrollo Territorial no confieren a los propietarios derecho a indemnización alguna", y luego agrega que "no 
obstante, en caso de lesión particular a uno o más inmuebles concretos, como en el caso de prohibiciones de edificar, los Planes 


deberán prever las indemnizaciones correspondientes a través de la aplicación del mecanismo de reparto de los mayores valores 
de los inmuebles beneficiados por la planificación, según lo prevea la reglamentación, o su expropiación por causa de utilidad 
pública". 


Es evidente, señores Senadores, que en la planificación nos enfrentamos a un dramático problema de recursos. El Intendente de 
Rocha, que se comunica permanentemente conmigo, está preocupado porque cada una de las cosas importantes que hay que 
hacer para el rescate de las costas de Rocha toca la actividad privada e intereses que están radicados allí. Evidentemente, hay que 
actuar con el criterio de no arrasar ese derecho fundamental, pero tampoco generar situaciones que, siendo absolutamente 
perjudiciales, obliguen a la comunidad a hacer un sacrificio. 


Voy a poner el ejemplo de un caso en el que los planes, por el solo hecho de limitar algunos derechos, no deben dar lugar a 
indemnizaciones. En Colonia del Sacramento, donde tengo alguna experiencia en materia de planificación, la declaración de la 
UNESCO de Patrimonio Histórico de la Humanidad del Barrio Histórico conllevaba una zona de exclusión de alrededor de 500 
metros. Un ciudadano tenía un permiso de construcción desde el año 1968 que lo habilitaba a construir cinco pisos. Había 
construido dos y, por imperio de las disposiciones de la UNESCO, no se podía sobrepasar la altura permitida en ese momento. La 
persona se presentó haciendo valer el derecho que tenía de construir los pisos restantes, previo a esa norma urbanística de 
defensa patrimonial, y el Gobierno departamental tenía que indemnizarlo porque, según el plan que se había aprobado, quedaba 
limitado ese derecho. 


Se dan situaciones de este tipo tanto en la costa de Rocha como en la de todo el Uruguay. Muchas personas compraron terrenos 
en lugares donde, desde el punto de vista ambiental, es absolutamente impensable que pueda haber una construcción y los planes 
de ordenamiento así lo están previendo. 


La norma salvaguarda el derecho de propiedad, pero establece que la determinación del uso del suelo y las zonificaciones 
previstas en los Planes no confieren a los propietarios derecho a indemnización por ese sólo hecho. Si se produjera alguna lesión 
particular se prevé una manera de indemnizarla o, de lo contrario, expropiar por causa de utilidad pública. La ley se remite luego al 
artículo 32 de la Constitución de la República, que permitiría las indemnizaciones dentro del contexto de los Planes de 
Ordenamiento y Desarrollo Territorial. En ese caso, las indemnizaciones no tienen por qué ser previas, sino que pueden ir 
pagándose de otra manera. 


El artículo 10% es fundamental porque, de alguna manera, termina con algunos debates y problemas que hemos tenido. Muchas 
veces los Gobiernos Departamentales y los Ministerios creen que ellos están exentos de pedir las autorizaciones ambientales, pues 
piensan que eso es necesario solamente para el sector privado y no para las instituciones públicas. Sin embargo ello no es así, y 
por eso aquí se declara algo que ya está implícito en el Plan de Ordenamiento Territorial de Montevideo y aún más enfáticamente 
en la Ordenanza de Ordenamiento Territorial del departamento de Colonia. 


En Montevideo, el Plan de Ordenamiento Territorial exige que las obras públicas nacionales se coordinen con el Gobierno 
Departamental. En la Ordenanza de Colonia se exige la autorización previa del gobierno departamental, incluso, para la obra 
pública nacional. Como eso puede ser dificultoso, este proyecto de ley solucionaría el tema excluyendo algunas obras que, 
obviamente, deben poder realizarse sin que se requiera autorización del Gobierno Departamental respectivo, que son las que 
figuran en los literales a, b y c. Lógicamente, debe haber comunicación y coordinación con los Gobiernos Departamentales. 


SEÑOR GALLINAL.- En el artículo 10% parecería que las excepciones a lo que establece el acápite acerca de las obras estatales 
por la envergadura que tienen son demasiado amplias y, justamente, son las que deberían tener algún ámbito de coordinación con 
el Gobierno Nacional. Por ejemplo, las que se describen en el literal b, en algunos casos, son las que más afectan las posibilidades 
de tener un ordenamiento territorial en la forma en que lo busca la filosofía del presente proyecto de ley. Pienso que deberíamos 
buscar alguna alternativa de coordinación con el Gobierno Nacional, porque ya existe para los Gobiernos Departamentales pero no 
para el Gobierno Nacional. Reitero que, a mi juicio, las excepciones son demasiado amplias y dejan demasiado liberados a su 
proyección e implementación a los organismos correspondientes. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Puedo coincidir con el señor Senador Gallinal. El inciso primero del artículo 10% dice: "Las obras 
públicas proyectadas por todo órgano del Estado o Persona Pública estatal o no, bajo cualquier modalidad o naturaleza, deberá 
cumplir con las disposiciones de los Planes de Ordenamiento y Desarrollo Territorial en su totalidad." Luego, el inciso segundo 
agrega: "Dichas obras públicas serán autorizadas por el Gobierno Departamental respectivo, mediante el otorgamiento del permiso 
de construcción o el que fuere pertinente". Quiere decir que, de todas maneras, en un funcionamiento adecuado de la ley, los 
gobiernos deberán tener su plan; el Gobierno Nacional tendrá que consultar al elaborar la ley, y eso es válido para todas las obras, 
incluso para las que figuran en los literales a, b y c. Sin embargo, se pensó en excluir las que tienen una naturaleza muy vinculada 
a las acciones del poder nacional, que unifica el territorio en función de una visión más estratégica, pero tal vez en el inciso final se 
podría hacer alguna referencia no solamente a que deben ser comunicadas, sino también coordinadas. Aclaro que, personalmente, 
no tendría inconveniente al respecto. 


Por otra parte, me hacían notar que en el último inciso del artículo 8%, que dice: "Si transcurridos ciento cincuenta días desde la 
presentación de la solicitud respectiva, la Administración no se pronunciase expresamente, el permiso de que se trate se entenderá 
denegado, abriéndose las vías recursivas correspondientes". Esto debería corregirse de acuerdo con los nuevos plazos 
establecidos en la Ley de Urgencia, porque este proyecto fue enviado antes de la aprobación de dicha ley. 


En el literal c del artículo 10%, que dice en su comienzo: "Las grandes obras de infraestructura (represas, puertos, aeropuertos, etc.), 
así como toda obra de envergadura y de evidente interés nacional", el equipo técnico del Ministerio propone quitar la expresión 
"evidente", dejando "de interés nacional". Me parece que esto es razonable porque veo que algunos Intendentes son proclives a 
considerar evidencias que podrían no ser tan evidentes para una más desapasionada apreciación. Entonces, de pronto, la 
expresión "evidente" podría eliminarse, para beneficio de todos. 


Además, se propone incorporar un inciso final que diría así: "Las Intendencias Municipales deberán recibir información del Gobierno 
Nacional durante la elaboración de los proyectos referidos, antes de la aprobación e iniciación en aquellas obras que las afecten, y 
dispondrán de un plazo de treinta días para realizar sus aportes a los mismos." De alguna manera, esto genera la obligación de 
informar a las Intendencias, lo que parece algo positivo. 


En lo que refiere a la parte de instrumentos de ordenamiento, no tenemos ninguna apreciación que realizar. Sabemos que ha 
habido críticas relacionadas con la necesidad de ser detallistas. Personalmente, sufrago por mantener el detallismo del Capítulo, 
por la misma razón que mencioné antes. No todos los grandes operadores del territorio están en igualdad de condiciones técnicas 
para encarar contenidos de planes. De manera de que el hecho de que la ley pueda -como ha ocurrido en muchos otros aspectos 
de la legislación- ser detallista en cuanto a contenidos mínimos, lo que significaría que la legislación departamental podría incluir lo 
que quisiera, parece adecuado, ya que permitiría una actuación homogénea y tendríamos planes que podrían ser interpretados en 
un contexto uniforme. Esta es la trayectoria que han seguido países como, por ejemplo, Francia, Argentina y España, naciones 
éstas similares a la nuestra en su idiosincrasia. Por lo tanto, estos aspectos, que han sido criticados en el seno de la Comisión, 
podrían, en nuestro concepto, mantenerse, pues no vemos que existan obstáculos. 


En lo que tiene que ver con el Capítulo siguiente, debemos decir que en la Sección VI, "Normas comunes a todos los planes", el 
artículo 27 resulta problemático. Este refiere a los fraccionamientos y fue objetado por la Asociación de Ingenieros Agrimensores. 
Por nuestra parte, también sufragamos a favor de la disposición, si bien entendemos que probablemente el establecimiento del 
20% de la superficie de los solares tal vez pueda ser un tanto excesivo. Seguramente esta cuestión será debatida en el 
Parlamento, y tal vez se logre encontrar una solución que sea adecuada y prudente. Tal vez el 20% sea un porcentaje realmente 
excesivo. No obstante ello, quiero hacer referencia al hecho de que está vigente el Decreto-Ley N* 14.530, el cual fue promulgado 
durante la dictadura, en el que se establece ya este rango. Debemos tener presente también que el doctor Leis -quien ha 
propiciado el mantenimiento de este alto porcentaje- ha sostenido que no puede por un lado hablarse de la cartera de tierras y de 
su existencia si no hay una efectiva acción que dé instrumentos para crear una cartera de tierras. Así, él establece aquí como 
finalidad de ese porcentaje, la creación de una cartera de tierras. Por nuestra parte, no tendríamos problema en que se rebajara 
esa cifra, pero respetamos la postura firme del Director de Ordenamiento Territorial en cuanto a reivindicar la cantidad fijada. 


A continuación, quisiera hacer una precisión de carácter terminológico. En el inciso final, se expresa: "en los cuales no se acredite 
fehacientemente por el Escribano y Agrimensor intervinientes el cumplimiento de lo dispuesto en los incisos anteriores". 
Quisiéramos que se dijera "Ingeniero Agrimensor", en lugar de "Agrimensor", para que nadie se sienta afectado. 


En el artículo 29 se dice: "A los efectos de lo dispuesto por la Ley 16.466, de 19 de Enero de 1994, los Planes de Ordenamiento y 
Desarrollo Territorial deberán requerir la autorización ambiental previa a que refiere el artículo 7 de dicha ley, la que deberá contar 
con dictamen de la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial. 


Asimismo, la reglamentación preverá los proyectos que requerirán dictamen de la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial, 
por su potencialidad de provocar graves impactos territoriales". 


Hay quienes han entendido que esto podría quedar sujeto a la reglamentación posterior. Dado que en la Ley N* 16.466 no se 
incorporan planes, sino sólo obras físicas, considero que sería preciso incorporar este artículo 29 tal como está redactado. 


A propósito de esto, quisiera dar una información adicional. En la última visita que realicé a la Comisión de Vivienda, Territorio y 
Medio Ambiente de la Cámara de Representantes, se planteó una iniciativa por parte de la Bancada del Encuentro Progresista, 
relacionada con la modificación de la Ley de Impacto Ambiental, especificamente en orden a los proyectos que requieren 
evaluación de impacto ambiental. En realidad, si uno lee el texto de la propuesta, observa que estaba mucho más referida a 
modificar el decreto reglamentario que el texto de la ley. Por esa razón, ofrecimos a los señores Legisladores la posibilidad de 
formar un grupo de trabajo para estudiar, precisamente, la posibilidad de modificar el decreto, porque estábamos de acuerdo con 
las propuestas presentadas. 


En este sentido, debemos informar que ya se han constituido las Comisiones. Creemos que será una buena oportunidad para 
debatir un problema grave que tenemos, que es el siguiente. Nuestra legislación no somete a estudio de impacto ambiental 
políticas, planes ni programas, sino solamente obras físicas, es decir, proyectos que conlleven la realización de obras físicas, y a 
veces está demasiado dirigida a las obras fijas, por llamarlas de alguna manera. En este sentido, debemos decir que tenemos un 
problema grave para evaluar, que son plantas móviles, por ejemplo, en materia de desechos, porque como estamos hablando de 
camiones o de plantas que van de un lado para otro, no se encuentran radicados en un lugar. Reitero que nuestra legislación no 
establece la obligatoriedad de la evaluación de tecnologías, de políticas ni de programas. Quiere decir que aquí tendríamos un 
avance al establecerse qué políticas y programas deben requerir el estudio de impacto ambiental, lo que sería ponernos a la altura 
de países como los Estados Unidos y Japón. 


No tenemos ninguna otra observación a lo que viene más adelante. 


Hay sí un problema fáctico, referido a la posibilidad de publicación de los planes. Podrían existir ciertas dificultades en ese aspecto, 
pero parece que esto ha sido correctamente resuelto al establecer la posibilidad de publicar y poner de manifiesto los elementos 
gráficos de los planes. 


Con respecto a todo lo que son ajustes a la legislación vigente, debemos señalar que se trata de necesidades que hemos ido 
teniendo a lo largo de la práctica del ordenamiento territorial, tanto nacional como departamental. En definitiva, podemos decir que 
son puestas al día, legislación obsoleta que a veces dificulta algunas cuestiones, aunque en otros casos estaríamos hablando de 
ajustes que disposiciones legales que deben permanecer vigentes, sufren al aprobarse el resto del texto. 


Esta ha sido, pues, la exposición general que pretendíamos realizar. Luego del cuidadoso examen que hicimos, entendimos 
indicado mantenernos básicamente en el mismo. Además, ofrecemos la colaboración del Ministerio, la del cuerpo técnico y la 
nuestra, a los efectos de trabajar con el equipo de asesores, para el caso de que la Comisión lo crea conveniente. 


SEÑOR GALLINAL.- La iniciativa que tuvo el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente de solicitar 
audiencia a la Comisión demuestra que, además, está haciendo un seguimiento de lo que hemos venido trabajando y un estudio de 
las críticas positivas, desde luego, que se han realizado, para lo que hemos convocado a distintos sectores. Asimismo, entiendo 
que es muy oportuna la disposición de nombrar un técnico, ya que creo que a los que vamos a nombrar cada uno de los 
Senadores, podemos agregar uno del referido Ministerio. Eventualmente, podríamos pedirle al Congreso Nacional de Intendentes 
que nos enviara un técnico. Lamentablemente, les solicitamos opinión sobre el proyecto, pero aún no nos la han dado, aunque me 
consta que en todos estos meses el Congreso Nacional de Intendentes ha estado ocupado en otros problemas, y quizás ese es el 


motivo por el que no han podido comparecer ante la Comisión. Tal vez si les proponemos la designación de un técnico, por lo 
menos creo que salvamos en algo la responsabilidad de la Comisión y posibilitamos que el proyecto siga adelante con la opinión de 
aquellos sectores que tienen mayor presencia en toda esta temática. Descarto que, seguramente mañana, los ingenieros 
agrimensores desearán tener su participación en este asunto. De todos modos, entiendo que, en un principio, con un delegado por 
Senador, más uno del Ministerio y otro de los Gobiernos Departamentales a través del Congreso Nacional de Intendentes, 
estaríamos suficientemente representados para poder avanzar. 


Por último, quiero agradecer la presencia tanto del doctor Gorosito como de su asesor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos hemos encontrado con un estamento universitario, y daban ganas de huir. Es gente que por su 
profesión universitaria lleva largo tiempo en comunicación e, inclusive, algunos de ellos han estado de visita aquí. Es evidente que 
se trata de un tema que está preocupando a mucha gente. Creo que tenemos que abocarnos a poner a nuestra gente en contacto, 
convocar a los demás, avisar al Ministerio y encontrar los mecanismos que sean necesarios, si mantenemos la voluntad política de 
alcanzar este año algún logro. 


SEÑORA XAVIER.- Antes que nada, quiero agradecer la presencia del señor Subsecretario y de su asesor. Obviamente, fue un 
poco rápida la revisión, y no permite dar una opinión acerca de las modificaciones ya que, aunque contemplan algunas de las 
críticas, no se puede decir si son todas las que deberían realizarse o no. Por eso, existe una nueva disposición para estudiar este 
proyecto, porque estamos de acuerdo con que hay que darle un impulso. A ello agregaría que, una vez que definamos quiénes van 
a colaborar en la tarea de estudio, tenemos que acompañar esto con un calendario de plazos. Estos siempre son renovables y no 
garantizan nada, pero me parece que si en esta oportunidad se ha dado la coincidencia en la voluntad política de trabajar en esto, 
tenemos que hacerlo en la forma en que estén dadas todas las garantías para poder resolver el tema de la manera más rápida y 
eficaz. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los señores representantes del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. 


(Se retiran de Sala los señores representantes del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente) 
(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Es la hora 14 y 56 minutos) 


linea del nie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


